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Introducción


 Para poder dar una primera acepción general de acciones colectivas, habremos de mencionar que son instituciones procesales cuya finalidad es la defensa, protección y representación jurídica de tipo colectivo, respecto de derechos e intereses propios de los integrantes de un grupo en el ámbito de una colectividad.

Entre los acontecimientos destacados en el campo jurídico universal —y del cual el derecho mexicano, ha sido pionero y parte importante—, es el nacimiento de los derechos sociales. En efecto, se trata de derechos en los cuales se entroniza al ser humano no como individuo aislado, sino formando parte —y parte dinámica— de una colectividad que tiene una tarea, una finalidad, igualmente colectiva. Y es que precisamente en nuestro país se había regulado una situación jurídica de incidencia colectiva en Libro Segundo de la Ley de Amparo anterior, que tuvo su antecedente directo en el artículo 8° bis confeccionado al inicio de la década de los sesenta, y en donde puede comprobarse el antecedente del amparo social, o de las class actions, que ahora conocemos como colectivas.

El artículo 213 de dicha Ley estuvo apartado para reglamentar la representación en materia agraria de los núcleos de población ejidal o comunal, y en lo particular de los ejidatarios y los comuneros en sus derechos agrarios. Tal representación, según su fracción I, la tienen los Comisariados Ejidales o de Bienes Comunales. Pero en la fracción II se establece una representación substituta. Para evitar una conceptuación ambigua, se transcribe textualmente dicha fracción: «Los miembros del Comisariado o del Consejo de Vigilancia o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población perjudicado, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisario no ha interpuesto la demanda de amparo».

Como sabemos, en México el juicio de amparo es el único instrumento procesal constitucional que reconoce nuestro sistema para la defensa de los derechos humanos, sólo puede ser planteado ante los jueces federales cuando se demuestre que el accionante recibe un agravio personal y directo por parte de una autoridad y, ello no ocurre así cuando se trate de impugnaciones por violación de derechos sociales, o sea derechos pertenecientes a todos o a una concreta colectividad, por ello es imprescindible buscar un camino que permita por justicia social ejercer los derechos o acciones colectivas en contra de aquellos actos o hechos que vulneren los derechos colectivos.

Sin embargo, hasta la reforma constitucional del 29 de julio del 2010 y las respectivas reformas del 30 de agosto del 2011, no existía un adecuado tratamiento procesal de los intereses y acciones colectivas, tan sólo en algunas materias existen un acercamiento (consumidores y agrario), en un proyecto de socialización en el ejercicio de la acción de amparo; pero de manera limitada, que mostraban la insuficiencia de derecho procesal mexicano, al no conceder legitimidad activa los sujetos agraviados, como es el caso, de los consumidores y cuyos efectos puedan alcanzar a todos aunque no hubieren promovido la acción.

En este tenor, es de entenderse que el principio jurídico de la tutela de intereses y derechos colectivos no puede ser de carácter limitativo a unas cuantas materias, ya que se establecerían criterios reduccionistas en los derechos de los sujetos en materia de acciones colectivas en la ley fundamental, que contravienen el espíritu incluyente de la reforma, así como el pleno goce de derechos y acceso a la justicia de todos los mexicanos; por ello mismo, es inconcuso que la incorporación de la figura de acciones colectivas permitirá la protección de intereses difusos, derechos sociales y derechos colectivos sin menoscabo de intereses y derechos individuales, lo cual permite resolver no sólo conflictos de carácter privado sino conflictos en los que existen intereses inminentemente colectivos.

Ahora bien, ¿por qué vincular un tema como las acciones colectivas en la globalización? Esto halla su respuesta en que la globalización no es sólo un fenómeno relativo a desarrollo de tecnologías e impulso a la competitividad de las empresas, es también una nueva forma de comunicarse de los ciudadanos con la autoridad, y ese incremento y facilidad de los accesos, en el plano internacional, demanda mecanismos de protección, literalmente, a favor de todos los habitantes del planeta. Los derechos a los que nos referimos podrían ser los derechos del consumidor, el derecho a un medio ambiente limpio o la exigencia tendente a impedir o evitar abusos y proteger los derechos humanos de las personas con independencia de que exista o no, un nexo entre éstas y el agente que produce la lesión de sus intereses, y como consecuencia de lo anterior, el sistema de acceso a la administración de justicia está cambiando de manera constante y vertiginosa; tómese como ejemplo las reformas en materia penal que parte de la sustitución del sistema inquisitivo a un modelo acusatorio, y cuya pretensión teleológica es, precisamente, la salvaguarda de los derechos del acusado.

La materia que nos ocupa de ninguna manera constituye una novedad. Países como los Estados Unidos de Norteamérica, España, Colombia, Brasil, Argentina, Chile, Uruguay, Venezuela y Costa Rica cuentan ya disposiciones que regulan las acciones colectivas, y no sólo en sus constituciones, sino también en normas secundarias, a través de las cuales se tutelan los llamados «intereses difusos». Intereses colectivos que se relacionan con muy diversas materias: patrimonio y espacios públicos, seguridad pública, medio ambiente, libre competencia, derechos de autor, propiedad intelectual, derechos del consumidor, entre otros más.

En México, si bien hasta el 2010 no se había desarrollado desde el Constituyente o desde el legislativo un cuerpo normativo que incluyera las acciones colectivas como una prerrogativa de los ciudadanos, lo cierto es que el Estado tenía la obligación de proteger los intereses de esos mismos ciudadanos, no es por otra razón que explica la existencia de un dispositivo como el citado Libro Segundo de la Ley de Amparo, el cual, como ya se dijo, constituye en los hechos el antecedente del amparo social, o de las class actions que ahora conocemos como colectivas, por no hablar de la creación de instituciones como la PROFECO o la CONDUSEF, cuyo propósito último es garantizar los derechos de los usuarios frente a entidades susceptibles de afectar su esfera de derechos. A partir de esa aseveración, es claro que el Estado Mexicano debe promover la protección de los derechos colectivos, y para ese fin debe establecer mecanismos que garanticen un efectivo acceso a la justicia. Para ello, es necesario que primero se reconozcan los derechos que le asisten a los ciudadanos tanto en un plano individual como en el colectivo, a partir de su condición de integrantes de una colectividad; y segundo, que se prevean medios de acceso y de defensa respecto del cumplimiento de tales derechos o, eventualmente, la reparación del daño en caso de incumplimiento o violación de la Ley.

Lo anterior es así debido a que, en todo momento, debemos buscar que se garantice el derecho a la tutela judicial efectiva dentro del ámbito del sistema jurídico mexicano, que se puede ubicar dentro de un ámbito constitucional en el multicitado artículo 17 de la Constitución Federal, el cual se compone de un contenido esencial y primario, el de obtener de los órganos jurisdiccionales del Estado Mexicano una resolución razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportunamente deducidas por las partes.

La presente investigación tiene como antecedente jurídico inmediato, la reforma al texto del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de julio de 2010, cuyo párrafo tercero prevé: «El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. Tales leyes determinarán las materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos», y como finalidad, la propuesta de una ley reglamentaria integral que prevea, paso a paso los mecanismos jurídicos para que los ciudadanos mexicanos accedamos colectivamente a la una justicia pronta, expedita y eficaz, y como consecuencia se amplíe de manera significativa la esfera jurídica de los gobernados, y con ello se logre el objetivo de una efectiva administración de justicia social.

Ahora bien, la justificación de este trabajo se surte toda vez que a ocho años de la reforma constitucional y casi siete años de la entrada en vigor del Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos Civiles, relativo a las acciones colectivas, no se ha logrado que dichas acciones prosperen en favor de las colectividades y, por el contrario, la interpretación de los tribunales federales ha representado obstáculos para los promoventes desde la interposición de las diversas demandas que se han interpuesto bajo esta modalidad, consideramos que es necesario simplificar el procedimiento tanto para las partes como para los juzgadores, recuperando la esencia de las acciones colectivas que se encuentra plasmada en el Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica, expedido en Caracas, Venezuela, en 2004, pero tomando como directriz el sistema procesal civil de nuestro país.

Es por ello que el presente estudio jurídico resulta necesario, pues se debe analizar minuciosamente cuál es el origen y desarrollo de estas acciones, así como la experiencia que se ha tenido en otras latitudes, tanto buenas como malas, para ponderar qué mecanismos y procedimientos se deben proponer y cuáles no serían viables.

Por cuanto a la estructura de la investigación, esta se hace consistir en cinco capítulos del modo que se indica a continuación:

En el primer capítulo, relativo al marco teórico, se desarrolla un marco conceptual de las bases de la presente investigación, abordado temas de gran impacto y representación para la naturaleza del doctorado que se cursó, tales como la globalización, sus orígenes, y el efecto que tiene en el ámbito del derecho procesal internacional, en razón de que implica el análisis de los procesos colectivos que surgen como resultado del fenómeno de globalización

Asimismo, se abordan conceptos de acción y de acción colectiva, mismos que sirven de fundamento para el desarrollo de los capítulos posteriores y la consecuente propuesta.

En el segundo capítulo se estudian los antecedentes en México sobre las acciones colectivas, tal como se encontraban previstas antes de la reforma constitucional de 2010 y la reforma legal del 2011. Tales antecedentes se hacen consistir en el amparo agrario, así como diversos artículos en materia de derecho ambiental, derechos de los consumidores y derecho a la salud.

De igual forma, se hace referencia a los amparos directos 14/2009 y su relacionado 15/2009, resueltos por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en dos acciones de grupo promovidas por la Procuraduría Federal del Consumidor en representación de la colectividad.

En el capítulo tercero se realiza un análisis de derecho comparado sobre la regulación internacional de las acciones y procesos colectivos, donde se abordan referentes como las acciones de clase (class actions) estadounidenses, que sirvieron de inspiración a modelos como el italiano o el brasileño para instaurar una adecuación de las mismas del sistema del common law al sistema del derecho civil que rige en esos países.

Para lograr lo anterior, se estudian los referentes constitucionales y legales, así como antecedentes, de países como Brasil, Colombia, Argentina, Chile y España, donde se ha incorporado la figura de los procesos colectivos, pero variando los nombres y las materias de aplicación.

Con la finalidad de completar lo relativo al derecho comparado, se analiza también cómo se rigen los procedimientos colectivos en la Unión Europea a través de las Directivas que se expiden como modelo para los países miembros, y la repercusión que han tenido dentro de la Comunidad.

El capítulo cuarto se hace un estudio pormenorizado de la regulación de las acciones colectivas en México en las leyes secundarias, haciendo un análisis del contenido del Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos Civiles y confrontándolo con el Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica. En dicho análisis, se realiza una crítica al modelo procesal vigente en nuestro país, destacando las desventajas que se plantean para las colectividades al momento de ejercitar este tipo de acciones ante los Tribunales de la Federación.

Más aún, se hace un estudio de la figura del amparo colectivo, señalando cuáles son los mecanismos previstos en la ley para ejercitarlos en ambas vías, tanto de amparo directo como indirecto.

Por su parte, en el capítulo quinto se hace un estudio de casos sobre tres sentencias de acciones colectivas que a la fecha se han dictado en México, recaídas a acciones de grupo interpuestas por la Procuraduría Federal del Consumidor en contra de Nextel de México, S. A. de C. V., Grupo Iusacell, S. A. de C. V., y Corporación Novavisión, S. de R. L. de C. V. (comercialmente conocida como Sky), analizando puntualmente los resultandos, considerandos y puntos resolutivos de las mismas, la primera de ellas resuelta por el Magistrado del Primer Tribunal Unitario en Materias Civil y Administrativa del Primer Circuito, la segunda por la Juez Décimo Primero de lo Civil del Primer Distrito Judicial, y la última por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Sentencias que han sido innovadoras en la manera de resolver este tipo de procesos y que, en consecuencia, sientan precedente directo en nuestro país.

Finalmente, una vez conjuntados los elementos que conforman los capítulos precisados con anterioridad, como objetivo principal se propone la iniciativa para una Ley Reglamentaria del tercer párrafo del Artículo 17 Constitucional en materia de Acciones Colectivas, con la cual se pretende instaurar un mecanismo procesal para lograr el acceso efectivo a la justicia social.







Capítulo 1 Las acciones colectivas y la globalización


 1.  Introducción

En materia de protección al consumo y los consumidores, las acciones colectivas son una herramienta jurídica usada para proteger el derecho que tiene un grupo de personas contra uno o varios proveedores que vulneren sus derechos, la sentencia será para todo el grupo en su conjunto.

En México, con el objeto de eliminar las prácticas abusivas de las empresas y con el fin de proteger a un gran número de ciudadanos en un solo juicio disminuyendo costos de los juicios individuales, se han regulado en diversas disposiciones las acciones colectivas.

Anteriormente la acción colectiva era conocida como acción de grupo y otorgaba sólo a la Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO) la legitimación de iniciarlas en materia de consumo; al contrario de las acciones colectivas que permiten a la Procuraduría General de la República (PGR), Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE), Procuraduría Federal de Protección al Medio Ambiente (PROFEPA), Comisión Nacional para la Defensa de los Usuarios de los Sistemas Financieros (CONDUSEF), a una organización civil en el ámbito de sus funciones o un grupo de 30 personas.

Además, las acciones colectivas prevén regulación específica para su tramitación, misma que para las acciones de grupo sólo se encontraba regulada en el artículo 26 de la Ley Federal de Protección a los Consumidores.

Es así que con la reforma al artículo 17 constitucional y su reglamentación en el Libro V del Código Federal de Procedimientos Civiles, se abre en México la oportunidad para que grupos de ciudadanos, asociaciones y diversos entes legitimados, puedan demandar ante los tribunales, la defensa de los derechos colectivos en materias como la protección al consumidor, el medio ambiente, a la competencia económica, entre otros.

Por lo que las acciones colectivas resultan ser una herramienta jurídica que facilita mecanismos para que un grupo de personas organizadas pueda asistir ante tribunales para defender sus derechos comunes.

2.  La globalización

La globalización es definida como un proceso dinámico de interrelación permanente y creciente entre las sociedades humanas, tradicionalmente identificadas como nacionales, estructuradas dentro de sistemas políticos conformados en la figura del Estado-nación. El conjunto de grupos particulares avanza hacia la formación de un sistema social planetario. (1) 

El término «globalización» ha sido utilizado con diversos sentidos, amplios o restrictivos, para calificar un proceso que afecta la complejidad social entera o sólo parte de ella e incluso limitándolo a un sector específico; se le ubica, además, dentro de distintas coordenadas históricas.

Por lo anterior, es necesario por ello hacer algunas precisiones:


	
1)  La globalización no es un fenómeno nuevo, sino la resultante de un proceso, consecuencia del desarrollo de las comunicaciones, de la tecnología y de los intercambios. Se inicia en la etapa de los grandes descubrimientos, se prolonga con la incorporación de América al mundo occidental y la extensión de Europa a otros continentes. El proceso experimentó una primera gran aceleración en las décadas precedentes a la Primera Guerra Mundial, en que se incrementaron los intercambios; se interrumpió entre los dos grandes conflictos bélicos del siglo XX y cobró un ímpetu inusitado a partir del final de la segunda gran conflagración hasta el día de hoy. (2)  Ha sido generado e impulsado por occidente, y se complementó con la extensión de sus instituciones políticas y económicas a las sociedades antes organizadas dentro del comunismo. La globalización no es un fenómeno nuevo, sino una resultante de la evolución humana, y como tal aparece como fenómeno histórico dado inevitable.

	
2)  La globalización se identifica hoy como una etapa del capitalismo. Es indudable el papel que el sistema económico está jugando en el interior de los Estados y en el de las relaciones entre ellos. Sin embargo, hay fenómenos específicos: las redes de comunicación electrónica, los problemas de seguridad estatal, el desplazamiento de personas y grupos étnicos, la protección del medio ambiente, la preocupación humanitaria y por los derechos humanos, el papel de la mujer, la protección infantil, los problemas de salud, los movimientos religiosos, la evolución del derecho internacional, la conciencia de los derechos humanos, la democratización, etcétera. Todos ellos se desarrollan entre las diversas sociedades al margen de la problemática económica, aunque en necesaria interrelación con ella, como ocurre con todo fenómeno social. (3) La globalización tiene un importantísimo contenido económico, pero no se identifica con él. Es un proceso múltiple con todos sus elementos interrelacionados.



	
3)  La globalización multiplica los cambios en el interior y abre al mismo tiempo las sociedades hacia el exterior. En algunos sectores se comienza a pensar el mundo como un solo lugar.La globalización afecta a cada sociedad en particular en todos los elementos integrantes de su estructura y funcionamiento internos. Obviamente, hay diferencias de grupo a grupo; operan en el proceso circunstancias propias de cada uno de ellos. (4)  Quienes se manifiestan enemigos de la globalización y la condenan, lo hacen por los efectos negativos producidos en uno o varios de dichos componentes sin considerar los efectos positivos que se dan en los de más.





Los procesos globalizadores son posibles gracias a la articulación de un marco de soportes materiales, que se combinan con los soportes ideológicos que la justifican e impulsan.

Estos soportes materiales son a lo menos tres:


	
a)  Las cada vez más amplias y diversificadas redes satelitales de información y de intercambio, las que tienden a virtualizar los mercados y los flujos de bienes y servicios, sin reemplazar su materialidad;

	
b)  Los sistemas informáticos de archivo, tratamiento, manipulación y transferencia de data, conocimientos e información, que se ven reforzados por la expansión exponencial de su acceso y uso y por la miniaturización de los artefactos y soportes; y

	
c)  Las redes financieras, bancarias y bursátiles, que permiten fluir, agilizar los movimientos e intercambios de capitales, de plusvalías, a través de las antiguas fronteras nacionales y continentales, ampliando la escala —y el tiempo espacio— de los flujos de capital y concentrando su acumulación desigual.



Visto desde este punto de vista, la globalización opera sobre la base de una formidable estructura satelital de redes informáticas, que aceleran los intercambios, relativizan las fronteras, cuestionan las soberanías y dejan obsoletos los marcos legales nacionales. (5) 

Veamos la cuestión desde la perspectiva einsteniana del espacio-tiempo: mientras los espacios geo-económicos tienden a expandirse en alcance y escala y a reducirse en velocidades de desplazamientos (de bienes, de capitales, de personas, de servicios), los tiempos de intercambio van disminuyendo hasta el punto de la instantaneidad, de la virtualidad inmediata. (6)  Desde el punto de vista económico mientras se multiplican los intercambios, se concentran los flujos hacia los centros económicos de poder global, se aceleran y se acortan los tiempos entre el diseño, la producción y el consumo, entre la compra y la venta.

Así, tenemos que la globalización en lo que se refiere a su forma actual y la manera como se expande el capitalismo, se debe primordialmente a un conjunto de variaciones y avances tecnológicos, los cuales son indispensables para acelerar la transferencia de capitales y la gestión industrial flexible; a la extensión de las redes de inversores y firmas comerciales establecidas por las firmas transnacionales y globales; al desarrollo creciente de bloques comerciales regionales apuntando a crear economías continentales de escala; a los avances en las negociaciones sobre la liberalización del comercio internacional; a la liberalización de las economías en vías de desarrollo y suministradoras de materias primas. (7) 

Pero la globalización no es solamente una mundialización del sistema capitalista debido a la transnacionalización del capital, la circulación acelerada de los productos y a la deslocalización de la producción, es además, una forma actualizada de invasión del campo social por el capital, mediante la normalización de las redes económicas, a la mercantilización de los servicios, de la ciencia y de la cultura y en particular, a través del surgimiento de nuevos centros de poder geo-económicos no estatales y no territoriales, favorables a la acción expansiva de las corporaciones globales, centros de poder hegemónico que tienden a emanciparse de la tutela de los Estados y las soberanías nacionales.

Desde una perspectiva estratégica, habría que decir que la globalización es una mutación de las escalas y de las identidades estratégicas, ya sea en la esfera del conflicto militar o económico; representa la erosión de la escala y el contenido de la soberanía de los Estados en beneficio de la soberanía de las empresas y los mercados. (8) 

La perspectiva geopolítica moderna, permite comprender la tendencia globalizadora como un fenómeno que se inserta y hace uso del marco de relaciones espaciales y territoriales de poder preexistentes en el orden mundial, produciendo en ellas una transformación funcional a los fines e ideologías que la sustentan.

La asimetría estructural que ha existido en las relaciones económicas, políticas y culturales del sistema capitalista mundial, se ha trasladado al interior del proceso globalizador, constituyendo a éste en una nueva fase en la evolución histórica del sistema.

Esta asimetría básica, estructura las relaciones económicas a escala mundial, de regiones-continentes y de cada economía nacional, funciona a través de redes corporativas e institucionales, reales y virtuales, dentro de determinados espacios-territorios, estudiados, planificados y operacionalizados bajo la forma de mercados, es decir, de espacios geo-económicos. (9) 

Como se analiza más adelante, la asimetría estructural que caracteriza al sistema capitalista mundial actualmente en funcionamiento y de la que hace uso la globalización, constituye el punto de partida del cual parte cada economía individualmente considerada para insertarse —o verse arrastrada— a la tendencia globalizadora.

Desde un punto de vista geopolítico puede definirse la globalización como una tendencia profunda del desarrollo económico, tecnológico y cultural en la sociedad contemporánea que opera en la forma de redes de intercambios y flujos materiales y no-materiales sobre determinados espacios geo-económicos.

2.1.  Nociones de globalización

En primer lugar y toda vez que estamos hablando de un tema global como lo son las acciones colectivas, habremos de definir qué es la globalización.

El proceso de globalización es altamente contradictorio. Tiene lugar a través de un proceso aparentemente dialéctico, en el cual nuevas formas de globalización se presentan junto con nuevas o renovadas formas de localización. Como interacción global e interdependencia, las relaciones sociales en general parecen «desterritorializarse», abriendo el camino a nuevos derechos a opciones, cruzando fronteras hasta hace poco regidas por el lenguaje, el nacionalismo, las costumbres, la ideología y muy a menudo por todas ellas juntas. Pero de otro lado y en contradicción están emergiendo nuevas identidades regionales, nacionales y locales que se construyen a lo largo de una nueva prominencia de derecho a los arraigos. (10) 

De la anterior definición, podemos señalar que el fenómeno de la globalización es complejo, en razón de que por una parte existe una expansión de las relaciones entre diversas sociedades donde surge una interdependencia entre estas ya que con estos procesos se crean nuevos derechos, las costumbres de las sociedades se modifican, así como sus ideologías, pero, por otro lado encontramos que estos procesos son tomados de forma regionalizada, es decir, existen Estados, que ante el proceso de globalización optan por establecer regulaciones con el fin de preservar su identidad nacional y negar con ello una interdependencia ante los procesos de la globalización.

La Enciclopedia Jurídica Latinoamericana la define como los procesos de cambio en el entorno económico, político y cultural que se generaron desde principios de los años y que implicaron el «triunfo» de la económica de mercado y la democracia en el conjunto del planeta. (11)  En este tenor, tenemos que la globalización impacta en la economía, debido a que surgen nuevas relaciones comerciales entre varios Estados. Por su parte, la política también se ve influenciada por este fenómeno, ya que origina, la incorporación de los países a organizamos internacionales como Fondo Monetario Internacional (controlado por la Unión Europea) o el Banco Mundial (controlado por los Estados Unidos), así como la adopción de sus políticas públicas. Este fenómeno ha originado un nuevo proceso cultural debido a que las sociedades copian estilos de vida y forman nuevos como ciudadanos del mundo; también, se ha generado a escala mundial la liberación de los mercados como parte de una idea fundamentalista (neoliberalismo) impulsada por los Estados Unidos, lo que conlleva a la apertura de los mercados al intercambio comercial mundial.

Por otra parte, el jurista chileno Jorge Witker refiere a la globalización como esencia es la expresión de un proceso de concentración del poder económico mundial en los países centrales, y como apariencia en la ruptura de la economía clásica impactada por los avances de la «tercera revolución» que bifurca los sistemas productivos a escala mundial en fábricas mundiales que actúan sobre la producción de bienes y productos, pero que aprovechando la revolución de los servicios crea y desarrolla una economía simbólica que afecta a las sociedades nacionales en sus premisas básicas de autonomías y proyectos nacionales independientes. (12) 

Dicha definición se actualiza debido a que en la globalización podemos encontrar el acaparamiento de la riqueza en algunos cuantos países como son Estados Unidos, China, Corea del Sur, Hong-Kong, Singapur y Taiwán, y específicamente en algunas cuantas manos, los cuales se valen del surgimiento de las tecnologías de la información y la comunicación para transformar radicalmente la economía de los Estados, dejando de un lado los proyectos nacionales por la interdependencia de la económica a escala mundial.

El Premio Nobel de Economía 2001 y ex asesor de la Casa Blanca, Joseph E. Stiglitz, señala que la globalización significa que lo que sucede en una parte del mundo tiene consecuencias en todas las demás, puesto que las ideas y el conocimiento, los bienes y los servicios, el capital y las personas atraviesan las fronteras con mayor facilidad (13) . Entonces, tenemos que la idea de la globalización crea una interdependencia entre los Estados del mundo, donde convergen los ideales de las sociedades, la economía, surgiendo nuevas relaciones derivadas de los intercambios económicos así como de personas a raíz de este fenómeno.

De acuerdo con Stiglitz y derivado de este intercambio comercial tenemos que las tres instituciones principales que gobiernan la globalización son, a saber, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y la Organización Mundial de Comercio. Además existen una serie de otras entidades que desempeñan un papel en el sistema económico internacional unos bancos regionales, hermanos pequeños del Banco Mundial, y numerosas organizaciones de la ONU, como el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, o la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo. (14) 

Por su parte, Armando Kuri Gaytán señala tres características esenciales para entender la dinámica actual de la globalización: (15) 


	
I.  La primera se relaciona con el paradigma de la flexibilidad como motor organizativo de la producción de bienes y servicios, que para algunos autores como Oman (1997) representa uno de los factores determinantes del actual proceso globalizador.

	
II.  Ligado con lo anterior, está el alcance mundial de dicho proceso, ya que la cadena de valor se reparte en el ámbito internacional, aunque de manera desigual.

	
III.  Finalmente, la intensidad que se refleja en los niveles de interacción e interdependencia alcanzados entre los componentes de la comunidad mundial. (16) 




De todo esto podemos concluir que la globalización, para ser comprendida, debe ser analizada desde las políticas de liberalización, neoliberales o fundamentalismo según las cuales la liberalización comercial produce crecimiento. Esta postura es asumida por los economistas conservadores consenso de Washington, quienes solían apelar a la mano invisible propuesta por Adam Smith la idea de que los mercados y la búsqueda del propio interés conduciría, como si de una mano invisible se tratara, a la eficiencia económica. Sin embargo, el Fondo Monetario Internacional en el año 2003 reconoció que en muchos países en desarrollo la liberación del mercado de capitales no ha conducido a un aumento del crecimiento sino por el contrario a una inestabilidad. (17)  Cabe señalar que México, desde que asumiera la Presidencia de la República Miguel de la Madrid Hurtado hasta la actualidad, viene aplicando este tipo de políticas económicas en nuestro país, con lo cual se ha generado un estancamiento en la economía nacional, al privatizarse varios servicios públicos, la falta de regulación de los mercados, así como las casi nulas exportaciones que presenta el Estado mexicano.

2.2.  Raíces histórico-antropológicas de la globalización

La serie de fases precedentes de los fenómenos hoy agrupados bajo la rúbrica de globalización se inicia con el origen mismo de la especie humana. Los primeros homínidos inician el proceso integrador global al abandonar el hoy llamado Cuerno de África hacia la cobertura del planeta. En el mismo proceso se van dando la creación y evolución de instituciones que irán cumpliendo grandes papeles en el proceso de la hoy llamada globalización: lenguaje, intercambios, mercado, normas jurídicas para contratos, moneda, etcétera. Existen en mayor o menor grado los registros de miles de años de contacto entre grandes imperios. El sistema económico-político mundial es ya rastreable desde varios siglos atrás. Desde el siglo XVI se va desarrollando, junto con el capitalismo y el Estado nacional, un sistema económico mundial y un sistema político internacional-estatal, que van implicando a un número creciente de naciones y a la mayor parte de la población mundial. La conquista del tiempo y el espacio data sólo desde el siglo XVIII. El proceso se acelera en el XIX y la hace eclosión en el XX. (18) 

Los avances del universalismo en el pensamiento filosófico y social, de la internacionalización en el pensamiento político, del comercio internacional, de los proyectos de integración (regional, continental y mundial), los imperialismos y los colonialismos, las guerras mundiales, podrían ser vistos, entre otras perspectivas, como preliminares de un proceso más comprensivo y penetrante. Antecedentes a destacar son los mercados mundiales de productos básicos ya en el siglo XIX, la expansión mundial de grandes marcas. Ellos siguen siendo fenómenos limitados hasta fines de los años de 1980, mientras se producen varias grandes transformaciones que confluyen en un cambio cualitativo de los últimos 30 años. Entre ellos destaca el desmantelamiento de barreras nacionales para la operación de los mercados de capitales, que comienza en los primeros años de la década de 1980, contribuye al desarrollo de negocios simultáneos en los mercados de Nueva York, Londres, Tokio, Frankfurt, de modo tal que los movimientos de mercados se van colocando claramente fuera del alcance y del control de cualquier agencia nacional. La misma difusión en las últimas dos décadas del uso del término globalización es un indicador del cambio. Hoy se trata de desarrollos que, en sí mismos y en sus desarrollos, tienden a cubrir el globo.

La sociedad internacional moderna es un fenómeno muy reciente, que data sobre todo desde el siglo XVII, y constituye una pequeña fracción de la historia registrada, y una fracción aún menor de la historia biológica. Es posible encontrar algo lejanamente parecido a relaciones internacionales en la conducta social de algunas especies animales: por ejemplo, los conflictos en el interior de algunas de ellas por el territorio, pero aquellos no dejan de ser demasiado esporádicos, más instintivos que deliberados, no integrantes de algo que se acerque a un sistema político. (19) 

El hombre es en cambio un animal político, creador de agrupamientos y sistemas que requieren la determinación de espacios necesarios, el trazado de límites, la fijación de un tamaño mejor. La especie humana, su esencia política y su tendencia a la expansión en el espacio, tienen como se dijo una temprana historia, desde su emergencia, entre 500.000 a 1.000.000 años. Estas características, sin embargo, se van desplegando en el paso de la llamada arqueo-sociedad a la sociedad histórica, la revolución económico-tecnológica, indistintamente llamada neolítica o urbana. (20) 

Esta revolución se despliega en Egipto, la Mesopotamia y el cercano Oriente, India y otras áreas de África y Asia, a través de la expansión, la diversificación y la concentración de la población, la técnica, el intercambio y las organizaciones. Constituye una cadena de mutaciones productivas, socioculturales y organizativas, simultáneas y mutuamente interfirientes, de las cuales el Estado es a la vez productor y producto.

La población se expande y concentra, en condiciones ecosistémicas de excepcional fertilidad (agricultura sedentaria, ganadería) que refuerzan el incremento demográfico. Una reconversión económica se realiza y constituye como cascada de descubrimientos, invenciones e innovaciones que renuevan la tecnología y los conocimientos, y aceleran la transformación de las prácticas y las estructuras sociales. (21) 

Una hipercomplejidad se va dando a partir de los principios de jerarquía y de especialización del trabajo. La jerarquía refleja, crea y superpone por coacción una elite de poder; clases, etnias y castas dominantes y dominadas; y una subclase inferior de esclavos. La coacción jerárquica se erige en principio general de organización, como la división y especialización del trabajo, que a su vez hace progresar la complejidad del sistema. La división del trabajo, en efecto, multiplica en el seno del sistema las intercomunicaciones, los productos, las riquezas, los intercambios, estimula el desarrollo estético, filosófico, científico, contribuye a la diferenciación interna de las nuevas sociedades en clases y grupos, y se moldea nuevamente según la jerarquía diferenciadora en refuerzo. Se escinden y contraponen el trabajo manual y el trabajo intelectual, la vida rural y la vida urbana.

La metamorfosis organizativa que opera a partir de poblaciones de tamaño y densidad mayores y sobre ellas, produce grandes conjuntos sociales, a través de procesos generales y particulares en mutua interferencia. La apertura macrosocial, constituida o alimentada por la exogamia, las alianzas, los intercambios, la sedentarización de poblaciones agrícolas en aldeas, abre el camino a la transformación de las unidades sociales en subsistemas de metasistemas más complejos, que a su vez se vuelven, en nuevas condiciones, subsistemas de otros metasistemas o megasistemas (clase, tribu, etnia, nación, imperio). (22) 

Con el nacimiento y desarrollo de la ciudad y de la metrópolis, aparece un foco de complejidad social; un medio policéntrico que entrelaza complejos organizativos, intercomunicaciones, necesidades y azares, orden y desorden; un medioambiente favorable a la creatividad, las innovaciones técnicas, culturales y estructurales. (23) 

La nueva organización social engloba un número creciente de elementos y conjuntos heterogéneos. Ellos corresponden a la trascendental y creciente división territorial entre campo y ciudad, y en lo sociocultural, a la separación y contraposición entre elites y masas, castas, clases, etnias. Entre ellas se establecen relaciones de complementariedad, competencia, antagonismo y conflicto que trabajan en el seno de la sociedad y sobre ésta, dan lugar a explosiones. Sobre estas bases surgen y se desarrollan naciones, Estados e imperios. Se constituyen culturas heterogéneas y ambivalentes, como factor de dominación, de inestabilidad, y como matriz de innovaciones y transformaciones. Un individuo más complejo y autónomo establece relaciones inestables con la organización social, afirma su yo, tiende a la anomia y la desviación respecto a normas, desarrolla la conciencia y el papel en los juegos de la verdad y el error.

Como consecuencia de lo precedente, en diversos sectores se relajan y debilitan las coacciones y determinismos de los patrones y los rituales socioculturales, en beneficio del juego aleatorio de múltiples pulsiones e intereses de tipo económico, físico, psicológico, sexual, intelectual, social y político. La sociedad global se va convirtiendo en una nueva totalidad, en un meta y megasistema respecto a los subconjuntos y elementos componentes.

El desarrollo simultáneo de la jerarquía y la especialización, de la heterogeneidad y la complejidad, trae aparejado o agrava la desigualdad, la dominación, la explotación, el parasitismo, las coacciones, la violencia interna y la guerra externa. Los conflictos (étnicos, económicos, sociales, ideológicos, políticos), se multiplican y profundizan, se entrelazan y activan recíprocamente. La integración es débil, a pesar y a causa del despotismo de los poderes. Estos contrarrestan la insuficiencia de la integración a través de la coerción extrema que agrava las tendencias a la heterogeneidad, el conflicto y la desintegración.

A las condiciones internas de conflicto e inestabilidad se agregan las condiciones externas. La complejidad organizativa aumenta en ciertos aspectos la dependencia de variaciones aleatorias del ecosistema: perturbaciones climáticas, sequía, inundación, hambruna, epidemia, crisis. La coexistencia y el intercambio entre sociedades diferentes estimulan innovaciones y alianzas, rivalidades y hostilidades, crean dependencias cuya ruptura trae aparejadas desorganizaciones y colapsos. La guerra se generaliza, se vuelve endémica, se despliega a través de la lucha de todos contra todos, las agresiones y las conquistas, las necesidades de defensa, la rotación en los papeles de atacantes y atacados. (24) 

Los altos grados de complejidad, heterogeneidad y conflictividad, explican el surgimiento y desarrollo del Estado como aparato central de dominación, decisión y control. Del palacio y el templo asciende a la supremacía un Estado-ciudad que asume el gobierno y la administración, y que a partir de su aparato, con sus papeles de centralización, construcción y represión, impone nuevos modos de organización compleja, mediante la jerarquía por coacción. La invención de este artefacto irá evolucionando desde su forma más pequeña, el Estado-ciudad, a la más grande de los grandes imperios agrarios y burocráticos. (25) 

El Estado parece surgir y desarrollarse cuando, de diferentes modos, la sociedad se deja desposeer de su iniciativa y de sus poderes, abandona la gestión de sus intereses comunes, los trasmite por espontánea debilidad o bajo imposición coactiva, al Estado. Este asume —en parte como pretensión y en parte como realidad- la conciencia, la racionalidad, el poder de organización y de cohesión, la representatividad del interés general tal como lo definen las ideologías dominantes. En parte pretende y en parte realiza la organización de la sociedad, su sistematización, su totalización. El Estado expresa, instituye y conserva los conflictos que le dan nacimiento y sentido, atenuándolos y manteniéndolos en compatibilidad con el orden social básico. Se apropia el poder de la sociedad en los llamados intereses generales, que configura, califica y administra a su modo, subordinando los intereses particulares de los grupos e individuos a los de los entes estatales y grupos humanos que lo encarnan y controlan (castas, clases dominantes, burocracias). El Estado puede así acumular y extender continuamente amplios y complejos poderes de coacción, decisión política e ideología; agregar a las funciones sociales necesarias —en un momento dado o permanentemente— una serie de excrecencias que permitan al Estado mismo, a los grupos burocráticos y a los dominantes, utilizar el poder para sus propios fines, e incluso contra la sociedad en su conjunto y contra algunas de sus clases. (26) 

De todas maneras, desde el Estado-ciudad al gran imperio agrario-burocrático, no se supera un bajo nivel ni una insuficiente efectividad del poder administrativo sobre los súbditos ni se impone una alta centralización a la sociedad.

Los juegos y las interacciones de Estados separados plantean problemas para las relaciones internacionales: de aislamiento recíproco o de cooperación y asistencia, de guerra o paz, de conquista militar o intercambio pacífico. Las comunicaciones entre Estados son inexistentes, o bien esporádicas y débiles, aún con la conciencia de la existencia del otro. Los Estados llevan existencias separadas, no alcanzan a constituirse como un verdadero sistema internacional. Sin embargo, las barreras de comunicación y la inexistencia o debilidad de un sistema internacional no excluyen completamente los intercambios. Si llega a existir una red de comunicaciones sociales con sólidas bases económicas que llevan a intensas relaciones políticas, se intensifican las relaciones de conflicto y armonía. (27) 

En la vida histórica real, los sistemas internacionales surgen en situaciones entre ambos extremos. En Mesopotamia, Egipto, India y China, surgen precursores de los sistemas modernos: nexos e interacciones entre unidades independientes gobernadas por sus intereses propios y separados, en parte cooperativos y en parte conflictivos. Se trata de sistemas no permanentes ni estables por largo tiempo, soluciones provisorias, estadios en progreso hacia una plena integración política de un área, a veces con regresiones parciales a una existencia más auto-contenida de las unidades.

Con el tiempo, algunos sistemas políticos o internacionales dentro de las cuencas fluviales u otras áreas geográficamente definidas, progresan lo suficiente para el contacto mutuo, por intercambios comerciales y culturales, y por empresas militares imperiales. Los conflictos en «sistemas de amenaza», basados en el miedo, se acompañan por creciente armonía con otros que comparten el mismo miedo; el enemigo común lleva a la ampliación y consolidación del grupo de los amenazados o víctimas, de manera que el conflicto en un nivel lleva a mayor cooperación en otro, y en general al cultivo de la capacidad de los estadistas.

La guerra es rasgo predominante de los Estados tradicionales de todo tipo, que en mayor o menor grado despliegan rasgos militaristas, constituyen grandes máquinas militares como el imperio asirio, aplican el desarrollo tecnológico a la guerra. (28) 

Dado que el poder militar centralizado jugó un gran papel en la integración sistémica de los Estados tradicionales, sus gobernantes fueron crónicamente prisioneros de un dilema. La construcción de fuerzas armadas significó reunir reclutas y prepararlos para las obligaciones militares. Dado que fue imposible en la mayoría de las circunstancias que tales reclutas fueran fundidos en un «ejército burocrático», la preparación militar de tal soldadesca pudo fácilmente rebotar contra aquellos que la habían instigado, creando fuentes de poder rivales y potencialmente independientes dentro del Estado. Por otra parte, sin la capacidad de aumentar la soldadesca regular que pudo existir, el Estado pudo o bien sucumbir al ataque externo, o enfrentar la decadencia de su dominación. (29) 

Por ello, en los mayores Estados tradicionales, elementos significativos de poder militar actual o potencial existen fuera del control del aparato estatal central. Tales Estados muestran típicamente una tensión fluctuante entre el control centralizado de los medios de violencia y el poder militar descentralizado detentado por señores de la guerra locales o varias clases de dirigentes insurreccionales. Pero existen también otros modos por los cuales el monopolio de los medios de violencia elude al Estado. Grupos tribales armados, bandas de guerreros nómades, ladrones, bandidos y piratas a menudo florecen en áreas remotas del alcance de la administración urbana y, no infrecuentemente, aun en su vecindad inmediata. En la medida en que estos grupos son efectivamente controlados, ello debe hacerse localmente, dado que el tiempo necesario para el transporte y las comunicaciones impide el despliegue de fuerzas centralizadas, salvo cuando sean amenazadas por grandes retos al poder estatal. Sin embargo, cuanto más las fuerzas armadas localizadas son estimuladas para el control del bandidaje, más puede reforzarse la tendencia centrífuga hacia feudos militares casi independientes.

Con el despliegue milenario de la revolución neolítica, que va pasando de las edades del cobre y del bronce a la del hierro, la civilización se va expandiendo y enriqueciendo, del Atlántico al Asia Central y el río Ganges, del sur de Arabia al Mar Negro y al Mediterráneo norte, con grandes interconexiones. Hacia el 330 a. C., del Atlántico al Pacífico se extiende una zona continua de Estados letrados que se interconectan, a la vez que se interrelacionan con los bárbaros y los atraen gradualmente. (30) 

Se dan grandes desarrollos de la producción y el comercio y de los refinamientos de la civilización. Se extiende la división del trabajo internacional que expresa y promueve la unificación de economías y estructuras sociales, técnicas y ciencias, regímenes políticos, instituciones y normas jurídicas, creencias, ideologías y culturas. Se producen dos grandes unificaciones imperiales, lejanos precedentes de la globalización: la helenística y la romana. (31) 

Van surgiendo ideas y visiones de los seres humanos como miembros de una especie, habitantes de un solo mundo que comparten, o pueden llegar a compartir, principios universales. Ello es parte de lo sucedido aproximadamente entre los años 600 y 200 a. C., considerado como un período axial de la historia humana, con significativos avances simultáneos, en países y regiones distantes o incomunicadas, en la creatividad intelectual y en la invención filosófica, científica y artística.

En diferentes rincones del mundo habitado emergen y proliferan filósofos, sabios, científicos, cuyas enseñanzas y reputaciones perduran en generaciones posteriores, agrupados por escuelas (100 escuelas de China, 60 escuelas de India). A la simultaneidad en la separación se agregan las similitudes cualitativas, las analogías de las preocupaciones, los contenidos y los logros culturales.

En estos aspectos, el siglo VI a. C. se caracteriza, por una parte, por la intensa inquietud moral, la agitación y la reforma religiosas, la proliferación de místicos y ascetas. Por otra parte, surgen verdaderos precursores de la futura Ilustración occidental: cosmólogos jonios (Anaximandro, Anaxímenes), materialistas hindúes, antecesores chinos de la racionalidad legal. Además de sacerdote y taumaturgo, Pitágoras es precursor de la ciencia matemáticamente basada del siglo IV a. C. y del XVIII d. C. Surge un primer monoteísmo del segundo Isaías. La depuración de lo sagrado contribuye al «desencanto del mundo». (32) 

Fundador de la Academia en ¿387 a. C.?, Platón desarrolla el idealismo, el matematicismo, las teorías y utopías políticas. Aristóteles funda el Liceo en 335 a. C., desarrolla la lógica deductiva y el esfuerzo hacia una totalización del conocimiento, lleva a la culminación el racionalismo griego. Florecen lógicos y teóricos de todo tipo. El racionalismo del siglo IV se inclina hacia un idealismo matemático, incluso místico: Platón, Mencio, Zuangzi. En su culminación, el racionalismo es internamente contradictorio y pone las bases para movimientos que le seguirán. En 306 a. C., Epicuro funda su escuela, enfatiza el atomismo y los problemas de la felicidad. Desde 300 a. C. se desarrollan los estoicos.

El III a. C. es un siglo empirista, preocupado por la observación y la tecnología. En sus regiones destacan los grandes sabios griegos, Aristarco de Samos, Arquímedes, Eratóstenes, Xun-zi filósofo empírico chino. En la era helenística los sabios diseñan máquinas. Al mismo tiempo, las preocupaciones morales y prácticas se imponen otra vez sobre la ontología y la teoría. Se dan signos del comienzo de las grandes transformaciones religiosas que caracterizan el período siguiente. Comienza el fin del racionalismo de 500-300 a. C. (33) 

Así, desde el primer milenio antes de Cristo, movimientos ideológicos comparables florecen de Italia a China: confucianismo y taoísmo, budismo y jailismo, mazdeisme o zoroastrismo, profetas judíos, orfiso, culto dionisiaco y pitagorismo. Estas nuevas ideologías están ligadas a la entrada de pueblos más o menos aislados, grupos y sociedades en una red de relaciones que los integra hasta cierto grado en un conjunto mundial. Desde esa época existen lazos entre los mundos chino, hindú, persa, mediterráneo. Los intercambios posibilitan la confrontación de visiones e interrogaciones, una primera expansión de los universalismos. (34) 

2.3.  Los problemas de una sociedad global

Los derechos sociales son el punto central de la discusión política a escala mundial, de ahí su importancia de explorar la regulación de dichos derechos desde la óptica del bienestar social y del neoliberalismo. Los resultados reflejan; que en el modelo de bienestar social, el Estado asume la regulación de los costos laborales, garantizando a los trabajadores una mejor calidad de vida y su reconocimiento como clase social, así como la reproducción del capital. El Estado se convierte en el sujeto social ordenador de las relaciones sociales y del mercado.

Carmen Añez H. nos dice que con el surgimiento del neoliberalismo se sustituyen las propuestas del bienestar social por nuevos patrones que agudizan los derechos de la clase trabajadora, generando la ruptura de las formas tradicionales de protección social. Se concluye, que los derechos sociales están en el centro de la estructura mundial, existiendo una tendencia hacia una variación no favorable en la regulación de los beneficios de la fuerza colectiva, imponiéndose la flexibilización de las relaciones laborales y la privatización de la protección social, lo cual profundiza la inseguridad social, la precarización y la pobreza extrema. (35) 

Insiste en que el sistema capitalista históricamente ha impuesto a escala mundial su modelo socio-político y económico, con sus estrategias dirigidas a los grandes cambios tecnológicos, a la expansión del mercado y de las comunicaciones, conduce a la centralización del modo de producción y al dominio sociocultural, lo cual expresa, la esencia del neoliberalismo. (36) 

Más aún, el neoliberalismo como corriente ideológica del capitalismo, propone un conjunto de posturas y estrategias para consolidar más aún el sistema y favorecer el posicionamiento del capital en los mercados internacionales, entre éstas se encuentra la minimización del Estado como principal actor en la conducción del desarrollo de sus regiones, «obligando» a los países a organizar el conjunto social, de acuerdo a los intereses de los actores económicos que actúan a escala internacional. (37) 

Esto da lugar a sociedades en crisis donde impera la integración del individuo a derechos que tienen como eje fundamental la actividad económica, internalizando en el trabajador lo fundamental que es su esfuerzo individual y su alta capacidad productiva para mantener la estabilidad en la empresa, generando consecuencias como la inseguridad en el trabajo, una mayor explotación del trabajador y la exclusión laboral. Dichas consecuencias son vistas desde la perspectiva neoliberal como algo natural, por ser parte de la dinámica del mercado, donde la fuerza laboral debe esmerarse en mantener una alta competitividad y productividad para permanecer en el mercado de trabajo, ocultando bajo esta premisa la lógica del capital.

El Estado como una forma de garantizar el orden social, redefine las relaciones entre el capitalista y los trabajadores, logrando un amplio consenso e integración política entre dichos actores, situación que lo hace responsable de la negociación y conciliación de los intereses de las clases sociales.

2.4.  La soberanía en la era de la globalización

La soberanía es un concepto ideal creado a través del tiempo, que en su momento se utilizó para sometimiento de unos sobre otros (el señor feudal sobre los siervos; el rey sobre los súbditos, etcétera). El poder en su máxima expresión. El señor feudal pedía pago de impuestos, ¿por qué?: «porque era el soberano» y no había que cuestionarlo. Posterior a la Revolución Francesa, el poder pasa al pueblo.

Soberano y soberanía son dos conceptos que aparecen en el siglo XII. El primero designa a quien es superior y viene del latín medieval superanus; el segundo proviene de souvränetät que quiere decir la extremidad superior, la cima. El concepto de soberanía se crea desde la perspectiva de lo interno del Estado, los internacionalistas Grocio, Gentili, Vatel y Wolf centran el concepto de soberanía desde la perspectiva de las relaciones internacionales y para ellos es la ausencia de juez superior. Así, Jean Bodin influido por las guerras entre católicos y calvinistas en Francia, establece en su obra Los Seis Libros de la República de 1576, entre muchas otras cosas, su idea del concepto de soberanía. En sus aportaciones podemos apreciar que, dependiendo del tipo de Estado, la soberanía reside o en el individuo del soberano o en el pueblo, es decir, en un Estado democrático la soberanía reside en el pueblo, pero en un Estado monárquico, la soberanía recae en el monarca. «Soberanía es un poder absoluto y perpetuo limitado únicamente por las restricciones mismas de los gobernantes». (38) 

Más tarde, Johannes Althusius (1557-1638), influenciado por la Guerra de los Ochenta años contra España, y la rebelión de los estados calvinistas frente al soberano católico, escribirá en su obra Política de 1603, el concepto de soberanía popular y a él se le va a reconocer posteriormente como uno de sus defensores (39) .

Contrario a la opinión admitida comúnmente por los jurisconsultos —escribe Althusius— el derecho de majestad no puede ser cedido, abandonado ni alienado más que por aquel que es el propietario. Es un derecho indivisible, incomunicable, imprescriptible, cualquiera que sea la duración de la usurpación. Tal derecho de majestad fue establecido por todos ellos quienes le dieron nacimiento; sin ellos, no podría haberse establecido ni mantenido. (40) 

Aquí podemos ver como la idea de que la soberanía no reside solamente en un soberano, sino en una pluralidad de individuos, es decir, el pueblo.

El siguiente autor que consideramos de gran trascendencia para comprender el concepto de soberanía es Thomas Hobbes (1588-1596), quien afirmó en su obra el Leviatán que «todos los hombres han dado la soberanía a quien representa su persona, y, por consiguiente, si lo deponen toman de él lo que es suyo propio...». (41)  Este autor vive influenciado por el entorno que prevalecía en Inglaterra, la ruptura entre la fuerza del monarca y del parlamento. Sabía que la soberanía la tenía el rey y, sin embargo, ese poder no venía de Dios, sino que los hombres se la habían otorgado.

Jean-Jacques Rousseu (1712-1778), en su obra El contrato social de 1762, influenciado por Hobbes, entiende que la soberanía reside originalmente en el pueblo: «como la naturaleza da a cada hombre un poder absoluto sobre sus miembros, así el pacto social da al cuerpo político un poder absoluto sobre todo lo que es suyo. Este mismo poder es el que, dirigido por la voluntad general, lleva el nombre de soberanía». (42) 

Sin lugar a dudas existen muchos otros autores que han abordado el concepto de soberanía, sin embargo basten los hasta aquí presentados para observar una clara evolución en el concepto.

Podemos observar que partimos de la idea de que el rey, o monarca, era la representación de Dios en la tierra y por ello estaba investido de un poder que era respetado por todos, posteriormente se cuestiona la idea de que el poder que ostenta el soberano proviene de Dios y finalmente se entiende que el poder que detenta aquél se lo otorga los propios hombres, quienes están de acuerdo en considerar que el soberano tiene ese poder y toman conciencia de que en cualquier momento pueden quitarle a ese soberano el poder por ellos conferido.

Tenemos muy presente que las nuevas relaciones de producción y su relación con las fuerzas productivas han cambiado. Evidentemente los avances tecnológicos han dado un giro a las relaciones entre Estados soberanos, pues existen nuevos sujetos que parecería tienen un mayor poder —por lo menos económico— frente a varios Estados, como ejemplo tenemos a empresas como Ford o Coca Cola, o muchas otras que tienen presencia en casi todos los Estados, que además tienen el poder de cabildear e influir en ciertas decisiones para beneficiarse de las políticas que les impedirían un adecuado desarrollo de sus actividades que les generan ganancias millonarias año con año.

Ahora bien, como ya lo mencionamos anteriormente, la soberanía es un concepto ideal que se va adecuando en grado complejo similar al del desarrollo social. Una vez arraigado en las relaciones internacionales el concepto de soberanía, se le proporciona una serie de principios que sirven como escudo para defender el concepto. Esos principios están reconocidos por el derecho internacional convencional y consuetudinario.

Además, al Estado se le provee con una serie de facultades en virtud de esa soberanía. Nos referimos a:


	
–  Creación de organizaciones internacionales. A partir de la soberanía se crean los organismos internacionales que tienen una competencia fragmentada, pues no hay un organismo internacional que sea total, que sustituya al Estado.

	
–  Después están los organismos supranacionales como las comunidades europeas, que es un ejemplo de transferencia de soberanía, de manera avanzada, sólo que tiene dos problemas: un déficit democrático y un pesado aparato administrativo.

	
–  El derecho de realizar tratados internacionales, de convenir con sus pares.

	
–  Derecho de representación activa y pasiva.

	
–  Derecho de sucesión.

	
–  Responsabilidad internacional.



En suma, nos estamos refiriendo a la personalidad jurídica del Estado que, insistimos, sería impensable sin su carácter soberano. Así, soberanía es el poder que tiene el Estado para autodeterminarse en sus asuntos internos y para defender su independencia e igualdad ante otros Estados igualmente soberanos. Como se observa, ese poder se entiende en dos sentidos: uno el interno y otro el internacional.

En su sentido interno, la soberanía comprende la autodeterminación tanto en el ámbito de la política como la economía y el aspecto cultural. No podemos apartarnos de que en estos tres ámbitos, los Estados también se ven influenciados por agentes externos a la voluntad nacional, voluntad que se supone es de donde emana dicha soberanía. Por ejemplo, en la actualidad podemos ver que principalmente el factor cultural es seriamente afectado con el avance de la tecnología y los medios de comunicación, la soberanía cultural se comienza a diluir con la difusión de estereotipos o con la divulgación de ciertos mensajes o estilos de vida.

En su sentido internacional la soberanía se entiende como la independencia y la igualdad que se reconocen mutuamente los Estados, en la comunidad internacional que también es denominada sociedad internacional. Los Estados se reconocen iguales, pero esto es una falacia, pues nunca se podría comparar el grado de influencia que ejercen los Estados Unidos con su poderío económico o militar frente a Estados como el nuestro. Es gracias al concepto de soberanía que el derecho internacional existe y puede entenderse la «igualdad soberana», la autodeterminación de los pueblos, la integridad territorial, la soberanía permanente sobre los recursos naturales, la no intervención en los asuntos internos de cada uno de los Estados, entre otros muchos principios que son reconocidos por los sujetos del derecho internacional. Pero en la realidad, ¿esa integridad territorial es respetada?, ¿en realidad nos concebimos como iguales? Evidentemente no, las diferencias económicas, culturales, políticas están a la vista. La misma Carta de San Francisco, que parte de la igualdad soberana de los Estados, al mismo tiempo reconoce un status superior de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad (43) .

Aún más, la fenomenología en las relaciones internacionales ha producido una serie de zonas en donde el ejercicio de la soberanía por los Estados o está cuestionada o bien, definitivamente, no existe.

2.5.  El constitucionalismo y la globalización

La globalización es un fenómeno integral que ha afectado a todas las sociedades del planeta y está generando cambios en el orden jurídico de los Estados. (44)  Los derechos humanos se extienden y avanzan en su cumplimiento, se mejoran las fórmulas de protección, el derecho internacional penetra persistentemente en el derecho interno, los regímenes regulatorios universales aumentan, se avanza en materia de justicia internacional, la participación política se extiende y practica por un mayor número, se están reconociendo autonomías étnicas, regionales y sub culturas, la información fluye y los gobiernos han adquirido la obligación de proporcionarla; se está avanzando en la protección y preservación del medio ambiente, quedan aún derechos por reconocer, así como fórmulas de protección a la sociedad en su conjunto y a sus sectores desvalidos frente a nuevas formas de poder. Los beneficios económicos han sido disparejos. Se han concentrado en los Estados-nación industrializados de occidente y no han alcanzado en forma suficiente a los que están en vías de desarrollo, donde más de la mitad de la población no alcanza los niveles mínimos de alimentación, salud, vivienda, aún entre estos países hay desproporciones notables en el bienestar logrado. Lo peor, muchas de las desigualdades tradicionales se han incrementado.

En todas partes la riqueza tiende a concentrarse en menos manos; la pobreza se extiende a los sectores medios. Se están agudizando los conflictos sociales. (45) 

Todas las sociedades se han tornado más complejas, demandantes y activas, y están sometidas a una intercomunicación constante. La presencia de las sociedades es indispensable, y su organización, un elemento fundamental en la construcción del sistema político que requiere la nueva etapa que la humanidad vive, si se quieren preservar los valores que ha logrado realizar el Estado-nación. En los industrializados, la sociedad se ha reforzado pese a sus divisiones internas, rescatando su lugar frente al poder público, que creó para su servicio, pero que a su vez desarrolló una dimensión propia e intereses diversos y a veces contrarios. En los que aún están en vías de desarrollo, la sociedad es generalmente débil, padece desniveles en riqueza acumulada e ingreso y mayorías depauperizadas, sufre un bajo nivel de educación cívica, no tiene una clara conciencia del Estado de derecho, poca tradición de enfrentamiento con el poder público y ante los desarreglos de la incipiente democracia representativa, tiende al desencanto y a la indiferencia en el ejercicio de sus derechos políticos o al apoyo de movimientos populistas que apuntan hacia el autoritarismo apoyándose en los sectores desfavorecidos. (46) 

El sistema económico internacional claramente se eleva como gigante dominador: impone sus reglas y limita la acción de los Estados. A este nuevo fenómeno sólo puede elevarse, como contención, un Estado que recupere su papel rector de la economía, concilie la necesidad de tecnología y capital con la protección de los recursos naturales de la nación, haga las reformas adecuadas de acuerdo con sus condiciones y cultura internas y se fortalezca con el consenso social frente a las realidades del capitalismo vigente. Un Estado abierto en el interior y en él legitimado adquiere capacidad de acción social y fortalece su posición en el exterior.

Una acción conjunta de los países en vías de desarrollo, que aún se ve lejos, es la única salida institucional a los conflictos económicos sociales del presente. Sólo los estados fuertes pueden tener elementos de negociación a nivel internacional e influir en la formulación de políticas. La tarea es convencer a los centros del capitalismo que una humanidad polarizada en ricos y pobres con intereses encontrados será a la larga destructiva del orden mundialismo. (47) 

En el interior, es indispensable un mayor acercamiento, convencimiento y diálogo permanente con todos los sectores. El sistema político, el Estado en su conjunto, debe reforzarse, pero a base de la sociedad, lo que significa estructurar a base de la pluralidad y el consenso. Para ello es preciso corregir los vicios en que ha incurrido la democracia representativa.

Se requiere:


	
–  Establecer mecanismos de participación permanente de la sociedad, sea en general (referéndum, iniciativa popular), o bien la consulta —no la decisión que seguiría en los órganos estatales—, a sectores particulares en determinadas propuestas. Eventualmente puede llegarse a la constitución de cuerpos consultivos colegiados institucionalizados que actuarían en el campo que correspondiera a los intereses de sus componentes; en caso de que éstos se encontraran en potencial conflicto, todos ellos estarían representados.

	
–  Hay que conservar en los órganos estatales el poder decisorio. Nadie más que ellos saben y deben así comunicarlo, qué es lo posiblemente a lo deseable. Pero es precisamente la comunicación permanente de las decisiones tomadas; la asamblea legislativa y el gobierno tienen por fuerza que hacer saber a la sociedad cómo se cumplen sus demandas, y conservar en todo momento la capacidad de decidir. Pero la decisión debe siempre estar fundada y motivada. La comunicación es indispensable, así como la transparencia informativa, pero también la educación cívica.

	
–  Democratizar a los partidos políticos sobre todo en la selección de los candidatos a distritos plurinominales en listas cuyos primeros integrantes formarán fatalmente parte de la asamblea.

	
–  Revisar el sistema electoral enfocado a una difusión imparcial y equitativa de los tiempos de los candidatos en televisión y radio, y dar lugar al uso de Internet como medio «barato» de comunicación. Se debe acrecentar el control de las campañas electorales a fin de evitar las influencias negativas (uso indebido de recursos).

	
–  Facilitar el alcance de la mayoría, una vez constituida la Asamblea. Mucho depende de la actitud de los partidos políticos de lograr acuerdos mínimos. Pero institucionalmente es preciso incorporar cláusulas de gobernabilidad y evitar sobrerrepresentación, que tiende a ser favorecida. En alguna forma, las minorías deben también compartir responsabilidades de gobierno. Pareciera que debe adoptar como regla general en los regímenes presidenciales la responsabilidad ministerial con aseguramiento de mociones de censura, limitadas y constructivas. Hay una pertinaz insistencia en alcanzar el esquema presidencial estadounidense, que logra la gobernabilidad aún con el partido de oposición en control del Legislativo; esto es difícil de repetirse en otras latitudes por razones de cultura e idiosincrasia distintas, pero además cuando hay regímenes de más de dos partidos dominantes.

	
–  Establecer o mejorar el servicio civil, pero regido por normas que le impongan responsabilidad. El rechazo a los autoritarismos y el avance de las instituciones democráticas en el sur de Europa, Asia, América Latina y Europa, Asia, América Latina y Europa del Este muestran que los fenómenos de poder son imposibles de sostenerse si no hay consenso social. Pero, los regímenes participativos recién emergidos tienen que consolidarse. El constitucionalismo de hoy resalta el valor teórico de la soberanía o poder constituyente de la nación como fundamento único de validez posible de la Constitución y del orden que de ella emana. En todos los casos ha sido la aceptación final por la nación lo que proporciona el verdadero fundamento al orden. La voluntad de aceptar y mantener el orden. (48) 




Después de analizar lo que el pensamiento jurídico universal ha venido especulando acerca de la soberanía popular y poder constituyente, concluimos la identidad de ambos términos y que su significado es designar la capacidad de autodeterminación que la nación y sólo ella reclama para sí misma.

Pero la «voluntad general», que se ha concebido como proveniente de una mayoría en una sociedad homogénea, no opera ya frente a las diversas autonomías y la presión del sistema económico internacional. La tarea difícil es reforzarla con el consenso, lo que implica acordar los valores mínimos que cada sociedad se propone: un auténtico pacto social que equilibraría las limitaciones que sufre la soberanía con el peso de la legitimidad social.

Si no se logra la consolidación de las instituciones con participación y acuerdo sociales, el destino de los Estados que recientemente han transitado a la democracia será inevitablemente alguna forma de renovado autoritarismo. El trágico dilema que Hobbes resolvió: es preferible el despotismo a la anarquía.

La soberanía se refuerza con el consenso, aunque éste es hoy más difícil de lograr pero también en mayor medida, independiente del sistema político, la sociedad está tomando su lugar. Los cambios externos han creado nuevos espacios de poder e influencia, pero también de refuerzo del régimen de derecho. Las desigualdades políticas y económicas subsisten y se traducen en restricciones evidentes. Frente a ellos se elevan los avances de las Constituciones como guías democráticas, garantía de la dignidad, libertad, subsistencia y seguridad humanas y reguladoras del ejercicio del poder por medio del derecho. (49) 

2.6.  La globalización y el derecho económico

A partir de la década de 1990, asistimos a la consolidación de los mercados en una doble connotación. Por una parte, y bajo el moderno proceso de internacionalización, los Estados han impulsado el proceso globalizador a través de organismos internacionales como Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional, Organización Mundial de Comercio, Banco Interamericano de Desarrollo y la Organización de Cooperación Económica y Desarrollo, etcétera, los que condicionan sus ayudas y asistencias a políticas de apertura económica (privatizaciones, desregulaciones, equilibrio fiscal y monetario, etcétera). Por otra parte y bajo el mismo signo gubernamental, los tratados de libre comercio e integración (Unión Europea, Cuenca del Pacífico, NAFTA, MERCOSUR, etcétera) han propiciado apertura de mercados domésticos hacia regiones y zonas en perspectivas de globalización. (50) 

Esta globalización de mercados está dando origen a un nuevo derecho económico internacional, en donde, pese al protagonismo jurídico gubernamental, otros actores y agentes económicos son reconocidos y aceptados a actuar y participar en las relaciones económicas entre empresas y Estados.

Respecto a la globalización, es necesario distinguir la estrategia global del proceso mismo y no confundirla con la internacionalización protagonizada por los Estados, que supone distinguir relaciones jurídicas nacionales o domésticas de las foráneas o extranjeras. En cambio, lo global supone identificar los agentes económicos verdaderos que atraviesan las corporaciones territoriales estatales y que conforman un escenario denominado mercado multilocal o global.

Los verdaderos actores que dan sustento al mercado multilocal o global son los siguientes: inversiones; industrias; la tecnología de información, y los consumidores. Estos cuatro factores son analizados por Kenichi Ohmae en una obra fundamental. (51) 

a) Inversiones o mercados de capital. Este elemento fundamental para la actividad económica desreguló sus disciplinas de carácter nacional para crear compromisos globales que permiten su operatividad en los lugares que mayores condiciones de rentabilidad ofrecen. Los capitales se globalizan y despegan de las regulaciones nacionales o domésticas. Su presencia global, con sus efectos positivos y negativos, se evidenciaron en la crisis mexicana de 1994 y en la crisis asiática actual. (52) 

b) La industria. Este otro elemento o actor económico tiene una clara orientación mundial. Las estrategias de las modernas corporaciones multinacionales ya no operan bajo razones de Estado, sino por el deseo y la necesidad de atender a los mercados atractivos donde se encuentren, y acceder a conjuntos de recursos (inversiones) estén donde estén. (53) 

c) La tecnología de la información. Como es posible suponer, tanto las inversiones como las industrias se han visto facilitadas por la tecnología de la información que hace posible que hoy una empresa pueda operar en diferentes partes del mundo sin tener que conformar una empresa o sociedad en cada uno de los países en que opera. Esto ha permitido el desarrollo de alianzas estratégicas transfronterizas que facilitan el intercambio de información de diseño y de gestión empresarial en cualquier lugar de la tierra. (54) 

d) Los individuos consumidores. Este cuarto factor también ha asumido una orientación mundial. Gracias al mejor acceso a la información sobre los estilos de vida de todo el mundo, son mucho menos proclives a comprar —y están mucho menos condicionados por las presiones de los gobiernos para que se compren— productos americanos, japoneses o franceses por el mero hecho de sus relaciones nacionales. Los consumidores cada vez desean productos mejores y más baratos, vengan de donde vengan. Además, han mostrado que están dispuestos a expresar estas preferencias mediante sus carteras. (55) 

El conjunto y operatividad de estos cuatro elementos hace posible que las empresas de cualquier lugar del mundo reúnan todo lo que necesitan para desarrollar, como al respecto señala textualmente Kenichi Ohmae:

«Ya no tienen que limitarse a recurrir a los conjuntos de recursos cercanos a su país de origen. Tampoco tienen que limitarse a depender de los esfuerzos de los gobiernos para atraer recursos de otros lugares del mundo y canalizarlos hacia los usuarios finales. Esto hace que la función tradicional de «intermediación» de los estados-nación —y de sus gobiernos— sea innecesaria en buena medida. Como los mercados mundiales de las «íes» funcionan estupendamente por su cuenta, los estados-nación ya no tienen que desempeñar el papel de creadores de mercado. De hecho, y teniendo en cuenta sus propios problemas, que son considerables, lo que suelen hacer más frecuentemente es estorbar. Si se permitiese, las soluciones mundiales irían a los lugares en los que son necesarias sin la intervención de los estados-nación. De acuerdo con la experiencia actual, además, fluyen mejor precisamente porque no se da esa intervención». (56) 


Según lo visto precedentemente, los actores económicos de la globalización contemporánea son las empresas y no los Estados, esto es, el mercado como escenario natural para el desarrollo y expansión de estos nuevos actores económicos.

Los impulsores generales de la globalización que actúan sobre las empresas son sectores que no quedan a la libertad mercantil absoluta. El derecho económico de la globalización disciplina sectores como la propiedad intelectual y regula la publicidad, aspectos básicos del mercado. En cuanto al costo, los regímenes de importaciones temporales y los estímulos fiscales permitidos son áreas que también plantean al derecho económico problemas jurídicos específicos. (57) 

En cuanto a los impulsores gubernamentales, los tratados de libre comercio y los Códigos de Organización Mundial de Comercio son sectores disciplinados por el derecho económico zonal y global. Finalmente, en cuanto a los impulsores competitivos las reglas de origen, los pactos empresariales, o joint venture son también aspectos que disciplina el derecho económico de la globalización (58) 

3.  Nociones de interés

Considero que es necesario emprender el presente capítulo con un esbozo general del concepto interés, desde otros puntos de vista que no son propiamente jurídicos, con la finalidad principal de enriquecer la posterior determinación y análisis de los intereses difusos y colectivos. No me cabe la menor duda de que este esbozo nos permitirá observar y delimitar con mayor nitidez la naturaleza de estos intereses, una vez que se haya concluido este apartado.

Es significativo el hecho de que inclusive el maestro Francesco Carnelutti inicie el capítulo primero de su obra «Sistema de Derecho Procesal Civil», afirmando que «el concepto de interés es fundamental, tanto para el estudio del proceso como del Derecho»; (59)  y en el caso de este trabajo, el estudio previo de las diversas categorías de intereses es de vital importancia para el entendimiento de la naturaleza de la acción colectiva, uno de nuestros tópicos centrales. Por lo cual, comenzaré en este primer bloque con el análisis del vocablo interés desde el punto de vista etimológico y gramatical, posteriormente el científico-filosófico, y concluyendo con un concepto personal, para que acto seguido pueda iniciarse adecuadamente el estudio de esta noción en el ámbito jurídico.

3.1.  El interés simple

Corresponde a su concepto más amplio y se le puede identificar con las acciones populares; (60)  ya que en ellas se reconoce legitimación a cualquier ciudadano —por el sólo hecho de ser miembro de una sociedad— sin necesidad de que el sujeto invoque un interés legítimo y mucho menos un derecho subjetivo. El interés simple tiene el elemento de la juridicidad, de jurídicamente relevante, ya que la acción popular requiere expresamente el reconocimiento de un ordenamiento legal para ejercer la acción sin necesidad de apoyo en un derecho subjetivo o un interés legítimo, la situación jurídica legitimante sería el mero interés en la legalidad.

En otras palabras, la figura de la acción popular descansa en el interés simple, y es por ello que para su ejercicio no se requiere de alguna condición específica limitante —un derecho subjetivo o interés legítimo—, más que el hecho de que el ordenamiento legal expresamente prevea el supuesto correspondiente para poder ejercer la acción.

3.2.  El interés jurídico

Es aquel que ha sido considerado como jurídicamente relevante por la norma, y al que ésta brinda su protección (interés jurídicamente protegido), por considerar que se adentra en el orbe de lo jurídico y es digno de tutela jurídica.

Ferrer Mac-Gregor afirma que tradicionalmente se le vincula con el Derecho subjetivo. El interés jurídico se constituye como la posición a cuyo favor la norma jurídica contiene alguna prescripción configurándolo como la posición de prevalencia o ventaja que el Derecho objetivo asigna al sujeto frente a otros. (61) 

Suele señalarse que cuando el interés jurídico adquiere la forma de un Derecho subjetivo, se le considera el modo más «perfecto» de formalización jurídica del interés, o simplemente como tales intereses jurídicamente protegidos.

3.3.  El interés legítimo

Estrictamente, el interés legítimo es una situación jurídica activa que se manifiesta en relación a la actuación de un tercero y que, a diferencia del Derecho subjetivo, no supone una obligación correlativa de dar, hacer o no hacer exigible de otra persona, pero sí faculta al interesado a exigir el respeto del ordenamiento jurídico, y en su caso exigir una reparación respecto de los perjuicios que aquella actuación antijurídica le ocasionó. Ha de considerarse al interés legítimo como una esfera de interés protegido —de un sujeto— que goza de relevancia jurídica, y que existe con anterioridad a la producción del acto lesivo. (62) 

Sobre esta categoría se han desarrollado innumerables teorías relativas a su distinción con el Derecho subjetivo. En Italia, donde tiene especial relevancia esta distinción, la tutela de uno y otro está confiada a jurisdicciones distintas (ordinaria y administrativa). Por otra parte, en nuestro país este tipo de interés se ha permitido dentro del procedimiento contencioso-administrativo, y mención especial tiene la contradicción de tesis 69/2002, en la cual se establece que dentro del Juicio Contencioso-Administrativo, el interés jurídico y el legítimo tienen una connotación distinta. (63) 

Como una última idea respecto de este tema, el interés jurídico posee relevancia jurídica aun cuando no descansa en un Derecho subjetivo, pero tampoco se trata de un mero interés en la legalidad (como es el caso del interés simple), se le puede considerar como una situación intermedia. (64) 

3.4.  El interés particular

Encontramos intereses individuales cuando la situación favorable para la satisfacción de una necesidad puede determinarse respecto a sólo un individuo; verbigracia, el disfrute de una casa es un interés individual, porque cada persona puede tener una casa para sí.

Si hubiese únicamente necesidades que pudiesen ser satisfechas mediante intereses individuales, el hombre podría vivir aislado de sus congéneres. Pero la experiencia demuestra que la serie de intereses estrictamente individuales del hombre es limitada en comparación con las necesidades fundamentales de los grupos sociales. Los hombres se agrupan naturalmente porque la satisfacción de sus necesidades muchas veces no puede ser lograda individualmente (65) 

3.5.  El interés público e interés general

Al interés público se le ubica claramente como la «antítesis conceptual» (66)  de los intereses que son propios de los individuos, y también de los grupos sociales en que éstos se congregan, como se habrá de explicar más adelante. Así, de entre los intereses sociales que tienen mayor relevancia generalizada, el Estado selecciona algunos —con base en criterios filosófico-políticos y circunstancias temporales y espaciales— en forma de intereses públicos y se constituye en su gestor y garante.

El interés general es aquel que hace referencia a lo que interesa o afecta a la generalidad de los ciudadanos que integran una comunidad política, en este orden de ideas, es el interés de una comunidad organizada políticamente, y cuya gestión y tutela está encomendada a los poderes públicos. Se le identifica frecuentemente con el interés público.

3.6.  El interés colectivo

Podemos referirnos a él, cuando un grupo de personas que se encuentran de forma común y simultánea en una misma situación jurídica, experimentan una necesidad común respecto de un bien del que todos ellos disfrutan conjunta y solidariamente. Normalmente existirá una vinculación jurídica entre los miembros del grupo con un tercero o entre sí (la sociedad mercantil, la familia, el sindicato, el condominio, los entes profesionales), lo cual hace que la comunidad de referencia esté caracterizada por una mayor permanencia.

Por otra parte, puede encontrarse otro concepto en el cual se considera que el interés colectivo es una especie del interés difuso, una especificación o sectorialización de aquél que se realiza con base en criterios subjetivos —en base a su portador—. (67)  Y se le define como aquel interés que se determina en función de la inclinación en su satisfacción de un grupo más o menos determinable de ciudadanos percibido de manera unificada (en virtud de la pertenencia a un grupo), por tener dicho grupo características y aspiraciones comunes (condiciones laborales o profesionales, calidad subjetiva, condiciones de status, etcétera).

3.7.  El interés difuso

Puede hablarse de un interés difuso cuando encontramos la presencia de una necesidad —puede que sea de naturaleza categorial: medio ambiente, patrimonio cultural, transporte público, etcétera— en una comunidad de sujetos amplia e indeterminada o difícilmente determinable; en la cual no existe un vínculo jurídico y el único nexo entre los sujetos interesados está conformado por circunstancias fácticas contingentes (como habitar en una misma región, consumir los mismos productos, vivir en determinadas circunstancias socioeconómicas, someterse a particulares empresas) lo cual tiene como consecuencia una mayor mutabilidad u ocasionalidad en dicho grupo.

4.  Las acciones colectivas

4.1.  Nociones de acción colectiva

La acción colectiva es un instrumento que de alguna forma ha traído consigo buenos resultados desde que se le ha utilizado como una vía para proteger los derechos o intereses colectivos y difusos en un gran número de países, aunado al hecho de que su inclusión en los sistemas jurídicos ha traído como consecuencia la transformación de las relaciones tradicionales entre los ciudadanos, el Estado y el Poder Judicial.

Una acción colectiva es un mecanismo legal que legitima a una persona física, grupo de personas, organización civil e incluso a una autoridad, a presentar una demanda en representación de un grupo determinado de individuos (unidos por una causa común), con el fin de tutelar sus intereses colectivos mediante un sólo proceso jurisdiccional, cuya resolución tendrá efectos sobre todo el grupo o colectividad. (68)  Esta acción permite el acceso a la justicia de colectividades que no están formadas por individuos identificados con nombre y apellido —lo que se conoce como intereses y derechos difusos— y, también, a grupos de individuos que están determinados o son determinables en contra de un demandado, y que debido a razones económicas, jurídicas, culturales, políticas o sociales, no están en posibilidades de acudir a los tribunales. (69) 

La normatividad internacional distingue entre intereses colectivos y difusos. En ambos existe una pluralidad de personas, pero en los primeros esa pluralidad tiene una organización establecida para la obtención de un fin común.

Las doctrinas española, brasileña e italiana, por ejemplo, hacen la distinción entre intereses colectivos y difusos. En estos casos se consideran colectivos los intereses de una comunidad de personas sólo cuando exista un vínculo jurídico entre los componentes del grupo, como ocurre en las sociedades mercantiles, el condominio, la familia, el sindicato, etcétera. Son difusos, en cambio, los intereses que, sin fundarse en un vínculo jurídico, se basan en factores de hecho frecuentemente genéricos y contingentes, accidentales y mutables, como habitar en la misma zona, consumir el mismo producto, vivir en determinadas circunstancias socioeconómicas, etcétera. (70) 

En opinión del ministro en retiro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Guillermo Ortiz Mayagoitia, las acciones colectivas no conllevan necesariamente la existencia de derechos colectivos, cuyos titulares pueden ser grupos o comunidades, sino a la capacidad de que estos grupos conjunten sus derechos y obtengan un valor agregado al resultado de los procedimientos jurisdiccionales a favor de toda la comunidad. Estas acciones grupales —señaló el ministro— suman y agregan derechos y pretensiones de varios individuos, que buscan un fin similar. En su opinión, las acciones colectivas no se refieren únicamente a la posibilidad de ampliar el número de involucrados en un litigio o controversia para que accedan a un mismo expediente, sino que se trata de ampliar el margen de litigios concluidos, para que su resultado sea benéfico, incluso, para quienes no litigaron en ese momento. (71) 

De acuerdo con Antonio Gidi las acciones colectivas son una «acción promovida por un representante (legitimidad colectiva) para proteger el derecho que pertenece a un grupo de personas (objeto de litigio) y cuya sentencia obligará al grupo como un todo». (72) 

El propósito general de las acciones colectivas —según estos autores— es permitir que una o más personas demanden o sean demandadas en nombre propio o en nombre de otros individuos, los cuales poseen motivos de queja similares o han sido afectados en un mismo sentido. El representante del grupo emprende la acción colectiva, delegada por todos los miembros del grupo, para buscar la reparación de algún daño.

La acción colectiva representa un remedio sofisticado para las inconformidades de la sociedad, al hacer efectiva la justicia sin importar la situación social de los consumidores, debido a que los sectores vulnerables, en general, son quienes no pueden pagar un abogado. El trabajo en grupo facilita que los recursos disponibles, humanos y materiales, sean compartidos entre sus miembros y se generen beneficios colectivos o sociales. (73) 

Las acciones colectivas tienen diversos campos de aplicación, tales como servicios financieros, competencia económica, protección del medio ambiente y el equilibrio ecológico, relaciones de consumo de bienes o servicios, públicos o privados. En países como Estados Unidos, España, Colombia, Brasil, Argentina, Chile, Uruguay, Venezuela y Costa Rica existen amplios campos de aplicación como patrimonio y espacios públicos, seguridad pública, medio ambiente, libre competencia, derechos de autor, propiedad intelectual, derechos del consumidor, entre otros más. (74) 

Como en su momento lo expresó el entonces diputado Benítez Treviño en México, los derechos de primera generación provienen del siglo de las luces, tales como la igualdad, la fraternidad y la libertad; los derechos de segunda generación se refieren a aspectos tales como la salud, la cultura y la educación; y entre los derechos de tercera generación se encuentran las acciones colectivas, en los cuales el Estado tiene responsabilidad como parte. (75) 

4.2.  La protección jurisdiccional colectiva

Se refiere a la protección unificada de derechos supraindividuales o transindividuales e individuales homogéneos a través de acciones colectivas, promovidas por personas y entidades legalmente legitimadas en virtud de ser consideradas adecuadas representantes procesales de la sociedad o comunidad involucrada, con el objetivo de alcanzar, en caso de procedencia del pedido, la expansión erga omnes de la cosa juzgada en beneficio de todos. (76) 

Esta necesidad de utilizar a la acción colectiva como aquel instrumento que viabiliza la protección jurisdiccional de aquellos intereses o derechos que trascienden al sujeto individualmente considerado, parte de la incompatibilidad y precariedad del sistema de tutela jurisdiccional individual en relación a éstos; sistema que en muchos países iberoamericanos es el único que se conoce y utiliza en la actualidad. (77)  Históricamente, las legislaciones procesales de estos países han sido fuertemente influenciadas por las grandes codificaciones europeas del siglo XIX, época en que predominaban las ideologías del individualismo, el liberalismo y el egoísmo. (78)  Y por el contrario, la idea del proceso colectivo está basada en la tendencia natural de los seres humanos a asociarse con el fin de obtener un resultado común, aunado a que su fin es asegurar los ideales de la solidaridad, la dignidad de la persona humana y, primordialmente, el colectivismo.

En un estado democrático de Derecho, la tutela colectiva es indispensable para la configuración política del mismo. El acceso a la justicia por la vía colectiva debe ser entendido como condición de existencia y prevalencia de la democracia, así que como puede notarse, las acciones colectivas son imprescindibles en todas aquellas naciones que deseen la construcción de sociedades más democráticas. (79) 

4.3.  Objetivos de la acción colectiva

Los fines u objetivos primordiales de la interposición de una acción colectiva son tres, existiendo entre ellos una sustancial sobreposición. (80) 


	
a)  La economía y eficiencia procesal: es un principio procesal fundamental que consiste en tratar de lograr en el proceso los mayores y mejores resultados posibles con el menor desgaste jurisdiccional, recursos y tiempos, no sólo para el actor, también para el Poder Judicial y el demandado. Dentro de un proceso colectivo, este principio tiene gran impacto, ya que con la presentación de una acción colectiva única en sustitución de múltiples demandas de carácter individual, puede ahorrarse una gran cantidad de recursos, tanto de tiempo como energía —trabajo humano—, lo cual provoca que la decisión que resuelve el conflicto de intereses planteado, pueda dictarse en un período de tiempo mucho menor.

	
b)  Hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia a los sectores de la sociedad que en otras circunstancias no tendrían acceso a ella (los beneficiarios potenciales son niños, discapacitados físicos o mentales, mujeres, personas de bajos recursos o poca instrucción, o simplemente aquellos sujetos que ignoran que sus derechos fueron violados o no cuentan con iniciativa para hacerlos valer), así como tutelar efectivamente los intereses supraindividuales e individuales homogéneos en un único proceso. La solución de la controversia colectiva es a través de una sentencia única que vincula definitivamente a todos los interesados (efecto erga omnes).

	
c)  Efectividad del derecho material y promoción de las políticas públicas del Estado: la efectividad se logra a través de la impartición de justicia en el caso concreto de un ilícito colectivo causado por el demandado, corrigiéndolo también de forma colectiva. La segunda cuestión se hace posible estimulando a la sociedad para el cumplimiento voluntario del derecho y desestimulando la práctica de conductas ilícitas colectivas mediante su efectiva punición.



4.4.  Nociones de acción

Respecto al significado de acción, el Diccionario Jurídico Mexicano señala que si bien dicho vocablo posee varias acepciones jurídicas, la más importante y que le otorga un sentido propio es la que se refiere a su carácter procesal. Dicha acción procesal puede concebirse como el poder jurídico de provocar la actividad de juzgamiento de un órgano que decida los litigios de intereses jurídicos. (81) 

Por su parte, Niceto Alcalá-Zamora y Castillo nos dice que por acción debe entenderse la posibilidad jurídicamente encargada de recabar los proveimientos jurisdiccionales necesarios para obtener el pronunciamiento del fondo y, en su caso, la ejecución, respecto de una o más pretensiones litigiosas. (82) 

Los elementos de la acción son, a juicio del autor previamente citado, tres: uno subjetivo (la capacidad de accionar) y dos objetivos: el primero, la instancia, esto es, la energía impulsora que permite recabar las resoluciones reputadas necesarias por las partes para la marcha del proceso, desde las providencias de trámite hasta la sentencia final; y el segundo, la pretensión, es decir, la carga o peso que aquella arrastra hacia el pronunciamiento de fondo o, si se prefiere, la visión del litigio que aduce el accionante. (83) 

Alcalá-Zamora habla de accionante y no de actor, porque de acuerdo con el planteamiento dinámico del proceso que propugna, como regla ambas partes accionan, aunque en ocasiones el titular pasivo no lo haga. De este modo, a la acción se opone a la reacción y se contrapone la inacción. (84) 

José Ovalle Favela define la acción como «el derecho subjetivo procesal que se confiere a las personas para promover un juicio ante un órgano jurisdiccional, obtener una sentencia de éste sobre una pretensión litigiosa y lograr, en su caso, la ejecución forzosa de dicha resolución». (85) 

Cipriano Gómez Lara sostiene que en torno al concepto de acción surge la ciencia procesal moderna, la cual se edifica sobre el concepto autónomo de la acción, con lo que coloca a las teorías modernas o de la autonomía de la acción sobre la teoría clásica. (86) 

Ignacio Burgoa Orihuela señaló que, sociológica e históricamente, la acción es el resultado de la negación de la vindicta privada, régimen en el cual un individuo que veía menoscabados sus derechos por cualquier causa se hacía justicia por sí mismo, evidentemente sin intervención de autoridad estatal alguna. Esta negación se impuso cuando el poder público se invistió con la facultad de garantizar el orden jurídico, facultad que se manifiesta a través de actos de autoridad, los que, en ocasiones con auxilio de la fuerza material, harían efectivo el imperio del Derecho tanto objetivo como subjetivo. (87) 

Este paso al régimen de autoridad trajo como consecuencia que el individuo ya no ejerciera represalias directamente en contra de quien o quienes hubieren menoscabado su esfera jurídica, sino que por el contrario, ahora acudía ante las autoridades de la sociedad a que pertenecía, para que por conducto de ellas se resolviera el conflicto correspondiente. Fue así como el individuo tuvo la potestad (o «derecho de pedir») de acudir ante la autoridad para que ésta en ejercicio del ius imperii, obligara al incumplidor o al delincuente a realizar en beneficio del ocursante las prestaciones omitidas o a reparar el daño producido y purgar una pena, en su caso.

Esta potestad se traduce en un derecho público subjetivo, el cual puede ejercitarse ante todas las entidades públicas, independientemente de su condición o categoría; ahora bien, cuando el derecho de pedir se entabla ante los tribunales correspondientes con la finalidad de reclamar la prestación de un servicio público jurisdiccional, el derecho se traduce en una acción que etimológicamente (actio) implica un actuar, un comportamiento de carácter positivo. (88) 

En el caso de México, la obligación pública individual de no hacerse justicia por propia mano y el derecho de pedir o solicitar la actuación de los órganos del Estado, se encuentran consagrados en los artículos 8 y 17 de nuestra Constitución, respectivamente, y se les consideran los fundamentos de la acción en general. Para Eduardo Pallares, estos preceptos otorgan el «Derecho Constitucional de acción», y este a su vez se ejercita a través de un conjunto de medios legales, fórmulas y procedimientos, o bien, de un «Derecho procesal de acción».

De lo expuesto anteriormente, el maestro Burgoa dedujo que la acción «es un derecho subjetivo público, que tiene por objeto reclamar la prestación del servicio público jurisdiccional en favor del ocursante».

Por otra parte, Cipriano Gómez Lara la define como «el derecho, la potestad, la facultad o actividad mediante la cual un sujeto de derecho provoca la función jurisdiccional del Estado». No obstante, advierte que en el sentido procesal, la acción puede tener tres acepciones distintas. (89) 


	
a)  Se le identifica con el derecho de fondo o sustantivo; en todo caso, como una prolongación del derecho de fondo al ejercitarse ante los tribunales.

	
b)  Se interpreta a la acción como la pretensión de que se tiene un derecho válido y en razón del cual se promueve la demanda respectiva.

	
c)  Como poder jurídico que tienen todos los individuos de acudir ante un órgano jurisdiccional a demandar el amparo de su pretensión, sin importar si ésta es fundada o infundada.



Ahora bien, Víctor Manuel Castrillón y Luna plantea una acotación a lo anterior, pues señala que en efecto, por un lado todos los ciudadanos tenemos el derecho subjetivo público de acudir a los tribunales en demanda de justicia, pero la posibilidad real de que el órgano jurisdiccional nos conceda lo demandado, está determinada por la existencia de un derecho del que tenemos la titularidad, esto es, que es sustancial y que nos hace dueños de la acción (pretensión). (90) 

4.4.1.  La acción individual

La acción será individual cuando su titular sea un sujeto particular, obedece al modelo tradicional de legitimación ya que en ella se autoriza únicamente a la persona que alega ser la exclusiva titular del derecho subjetivo objeto de protección, y por ende en la extensión de los efectos de la cosa juzgada restricta a las partes litigantes. (91) 

El sistema jurídico mexicano, y en concreto el sistema procesal, están diseñados a partir de una visión liberal e individualista que data del siglo XIX; en dicha visión se tutela y protege a los derechos mediante mecanismos de actuación individual. No hay duda de que con esta fórmula pudieron satisfacerse las necesidades jurídicas de la sociedad en determinado momento histórico, no obstante, el desarrollo y la paulatina complejidad de las relaciones sociales provocó que fuera necesario y urgente rediseñar y actualizar ciertas instituciones que, por los cambios en las interrelaciones entre los miembros de la sociedad, resultaban ya insuficientes e inclusive obsoletas. En este caso, lo que se necesitaba era rediseñar el enfoque de ciertas instituciones procesales tradicionales a fin de que se permitiera a los individuos la defensa de sus derechos en forma colectiva, a través del establecimiento de nuevas acciones y procedimientos.

El Código Modelo refiere que la acción colectiva puede ejercerse para hacer valer pretensiones de tutela de intereses supraindividuales e individuales homogéneos, los cuales se caracterizan por tres notas: la supraindividualidad, la indivisibilidad y la titularidad común a grupos de personas. (92) 

La primera se refiere a la trascendencia individual de la titularidad de la pretensión subjetiva. He aquí donde radica la diferencia entre los derechos transindividuales y los derechos individuales; aunque debe hacerse notar que el derecho transindividual no representa de ninguna forma una mera suma de derechos individuales.

En la segunda encontramos que la pretensión colectiva o difusa no conlleva ningún tipo de fraccionamiento, ni material ni en el plano procesal. Esto quiere decir que la resolución beneficiará o perjudicará a todos los miembros de la colectividad de forma idéntica, sin que pueda dividirse el objeto litigioso en «cuotas individuales» identificables y separables. La indivisibilidad de los derechos o intereses difusos y colectivos también se aprecia en el bien jurídico que tutelan, pues en ambos casos se refiere casi siempre a bienes indivisibles como son el medio ambiente, la competencia económica, el patrimonio cultural e histórico, etcétera. (93) 

En cuanto a la titularidad, hay dos posibilidades: que los grupos sociales estén formados por personas vinculadas por circunstancias de hecho (derechos difusos), o por el contrario, que la vinculación derive de una relación jurídica base entre sí o con la contraparte (derechos colectivos).

4.4.2.  La acción de índole social o estatal

Su titularidad corresponde a personas morales de Derecho Público, como la Federación, estados y Municipios; o de Derecho Social como las comunidades agrarias y los sindicatos obreros; así como entidades de carácter social o estatal.

4.5  Los tipos definidos de derechos colectivos

Los tipos definidos de derecho colectivos son dos: uno, los llamados «derechos e intereses difusos y colectivos», entendidos —según el Código Procesal Civil Federal— como aquéllos de naturaleza indivisible cuya titularidad corresponde a una colectividad de personas, indeterminada o determinable, relacionadas por circunstancias de hecho o de derecho comunes; y dos, los «derechos e intereses individuales de incidencia colectiva», entendidos como aquéllos de naturaleza divisible cuya titularidad corresponde a los individuos integrantes de una colectividad de personas, determinable, relacionadas por circunstancias de derecho. (94) 

Las acciones que se pueden emprender en defensa de estos derechos son tres: (95) 

4.5.1.  La acción difusa

Es aquélla de naturaleza indivisible que se ejerce para tutelar los derechos e intereses difusos, cuyo titular es una colectividad indeterminada, que tiene por objeto reclamar judicialmente del demandado la reparación del daño causado a la colectividad, consistente en la restitución de las cosas al estado que guardaren antes de la afectación, o en su caso al cumplimiento sustituto de acuerdo a la afectación de los derechos o intereses de la colectividad, sin que necesariamente exista vínculo jurídico alguno entre dicha colectividad y el demandado. (96) 

4.5.2.  La acción colectiva en sentido estricto

Es aquélla de naturaleza indivisible que se ejerce para tutelar los derechos e intereses colectivos, cuyo titular es una colectividad determinada o determinable con base en circunstancias comunes, cuyo objeto es reclamar judicialmente del demandado, la reparación del daño causado consistente en la realización de una o más acciones o abstenerse de realizarlas, así como a cubrir los daños en forma individual a los miembros del grupo y que deriva de un vínculo jurídico común existente por mandato de ley entre la colectividad y el demandado. (97) 

4.5.3.  La acción individual homogénea

Es aquélla de naturaleza divisible, que se ejerce para tutelar derechos e intereses individuales de incidencia colectiva, cuyos titulares son los individuos agrupados con base en circunstancias comunes, cuyo objeto es reclamar judicialmente de un tercero el cumplimiento forzoso de un contrato o su rescisión con sus consecuencias y efectos según la legislación aplicable. (98) 

5.  Los sujetos facultados para ejercitar acciones colectivas

Los sujetos facultados para emprender una acción colectiva son de cuatro tipos:


	
a)  La Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO), la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA), la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF) y la Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE), en sus respectivos ámbitos de competencia.

	
b)  El representante común de la colectividad conformada por al menos treinta miembros.

	
c)  Las asociaciones civiles sin fines de lucro, legalmente constituidas al menos un año previo al momento de presentar la acción, cuyo objeto social incluya la promoción o defensa de los derechos e intereses de la materia de que se trate y que cumplan con los requisitos establecidos en este Código; entre otros, deberán registrarse ante el Consejo de la Judicatura Federal; y

	
d)  El Procurador General de la República. (99) 




5.1.  La Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO)

Es una institución dependiente de la Secretaría de Economía, encargada de promover y proteger los derechos del consumidor, fomentar el consumo inteligente y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. (100) 

Sus objetivos son:


	
–  Proteger los derechos del consumidor.

	
–  Promover los derechos del consumidor.

	
–  Fomentar una cultura de consumo inteligente.

	
–  Procurar la equidad en las relaciones de consumo.

	
–  Procurar la seguridad jurídica en las relaciones de consumo.

	
–  Eficientar el desempeño institucional.



Sus líneas estratégicas institucionales son:


	
–  Prevenir y corregir prácticas abusivas en las relaciones de consumo;

	
–  Fortalecer el poder de los consumidores brindándoles información y asesoría;

	
–  Desarrollar proveedores conscientes e informados para que ejerzan sus derechos y cumplan sus obligaciones con los consumidores;

	
–  Incidir en la política regulatoria y mantener actualizado el marco jurídico que tenga impacto en las relaciones de consumo;

	
–  Propiciar y vigilar el cumplimiento de la normatividad por los proveedores;

	
–  Procurar la solución de las diferencias entre consumidores y proveedores;

	
–  Contribuir a la reducción de los riesgos de corrupción;

	
–  Fomentar la transparencia o eficientar las políticas de transparencia;

	
–  Eficientización del desempeño Institucional.



5.2.  La Procuraduría Federal de Protección al Medio Ambiente (PROFEPA)

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA) es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT) con autonomía técnica y operativa. (101)  Tiene como tarea principal incrementar los niveles de observancia de la normatividad ambiental, a fin de contribuir al desarrollo sustentable y hacer cumplir las leyes en materia ambiental.

Entre sus atribuciones se encuentran vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales; salvaguardar los intereses de la población en materia ambiental procurando el cumplimiento de la legislación ambiental y sancionar a las personas físicas y morales que violen dichos preceptos legales.

5.3.  La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF)

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros es una institución pública dependiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (102)  y se dedica a dos tipos de acciones:


	
–  Preventivas (orientar, informar, promover la Educación Financiera), y

	
–  Correctivas (atender y resolver las quejas y reclamaciones de los usuarios de servicios y productos financieros).



Sus obligaciones son:


	
–  Fomentar la Educación Financiera entre la población.

	
–  Continuar con el desarrollo de productos y herramientas que apoyen, asesoren y orienten a los usuarios de servicios financieros.

	
–  Buscar siempre una relación justa y equitativa entre los usuarios y las instituciones financieras.



5.4.  La Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE)

La Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE) es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Economía, que cuenta con autonomía técnica y operativa. Es la autoridad encargada de prevenir, investigar y combatir los monopolios, las prácticas monopólicas y las concentraciones, en términos de la Ley Federal de Competencia Económica, mediante la prevención y eliminación de prácticas monopólicas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados, para contribuir al bienestar de la sociedad.

Su visión, de acuerdo a la información contenida en su portal electrónico, (103)  es ser una institución autónoma y eficiente, reconocida nacional e internacionalmente por su actuación necesaria e imparcial, desarrollada por un personal altamente capacitado.

5.5.  La Procuraduría General de la República (PGR)

La Procuraduría General de la República es el órgano del poder Ejecutivo Federal, que se encarga principalmente de investigar y perseguir los delitos del orden federal y cuyo titular es el Procurador General de la República, quien preside al Ministerio Público de la Federación y a sus órganos auxiliares que son la policía investigadora y los peritos.

Es la encargada del despacho de los asuntos que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, su Reglamento y otros ordenamientos, le encomiendan al Procurador General de la República y al Ministerio Público de la Federación. (104) 

Su misión es contribuir a garantizar el Estado democrático de Derecho y preservar el cumplimiento irrestricto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante una procuración de justicia federal eficaz y eficiente, apegada a los principios de legalidad, certeza jurídica y respeto a los derechos humanos, en colaboración con instituciones de los tres órdenes de gobierno y al servicio de la sociedad.

Entre sus obligaciones destaca el ser una institución de procuración de justicia eficiente, eficaz y confiable, integrada por servidores públicos éticos, profesionales y comprometidos, sólidamente organizada bajo un enfoque integral; operativamente ágil; con contundencia legal y cercana a la sociedad, que coadyuve al desarrollo del país y al disfrute de las libertades y derechos en la Nación.

6.  Conclusiones

Los procesos de integración y de globalización en este fin de milenio plantean al derecho desafíos colosales, pues las categorías modernas centradas en los Estados como corporaciones territoriales estancas se muestran insuficientes y disfuncionales para los nuevos actores de la economía multilocal en vigor. Lo global flexibiliza normas y procedimientos y, más que regular problemas verticales domésticos, las nuevas normas jurídicas buscan disciplinar aspectos horizontales amplios. Los Estados pierden centralización y los derechos nacionales dilatan cada vez más sus premisas, para subsumirse en tratados y acuerdos que disciplina globalmente las mercancías, servicios e inversiones, con lo cual estas normas con vocación de globalidad suplantan a los derechos domésticos tradicionales.

Por cuanto a las acciones colectivas, primeramente debemos señalar que la acción colectiva difiere con el concepto tradicional de acción como género y naturalmente de la acción individual en virtud de que posee elementos esenciales que la distinguen de aquellas: la existencia de un representante que la promueve, cuyo fin es proteger el derecho que pertenece a un grupo de personas, y cuya sentencia obligará al grupo como un todo (efecto erga omnes, o ultra partes, en el caso de acciones individuales homogéneas).

Como hemos visto, la interposición de una acción colectiva tiene principalmente tres fines u objetivos primordiales; la economía y eficiencia procesal, hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia a los sectores de la sociedad que en otras circunstancias no tendrían acceso a ella, la efectividad del derecho material y la promoción de las políticas públicas del Estado (impartiendo justicia en el caso de un ilícito colectivo, corrigiéndolo también de forma colectiva; y desestimulando la práctica de estas conductas ilícitas colectivas mediante su efectiva punición).

Retomando los elementos anteriormente mencionados, podemos concluir que la acción colectiva es, definitivamente, una herramienta fundamental de acceso a la justicia, que consolida la defensa ante los tribunales de los derechos e intereses supraindividuales e individuales homogéneos, permitiendo además una eficaz impartición de justicia, evitando la interposición de numerosas demandas individuales.
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